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SENl'ENCI  IN'I'ERI,OCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

^suN]()
I{ecurso de ¿gravio constitucional interpuesto por don Eli Antonio Femándcz Filio
contra la rcsolución de lojas 168, de 7 de setiembre de 2015, expedida por 1a Segunda
Sala Mixta dc Huancayo de la Corte Süpeiio. de Justicia dc Junín, quc dcclaró
infundada la demanda de ar¡tos.

I.'UNDANT EN'I'OS

En la sentencia ernitida cn cl Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
ohci¡l El Peruano el 29 d(r agosto de 2014, este Tribunal est¿bleció, en el
fundamento 49, coD carácter de precedente, que se expedirá sentencia interlocutor,c
denegatoria, diclada sin más trámite, cuando se prcsente alguno de los siguicntes
supr¡cstos, que igualmcntc cstán co¡tcnidos en cl articulo I I dcl Reglamento
Normativo dcl Tribunal Constitucional:

C¿rezca de lundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
I-a cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial

ncra constitLrcional
estión de Derecho i¡vocada cont¡adiga un precedente dcl Tribunal

tilucional

) Sc haya dccidido dc mancra dcscstimato a l]n casos sustancialDcntc igualcs

2. lln el prese¡lc caso, sc cvjdcncia quc cl rccurso dc agravio constitLrcional ¡o está

referido a una cucstión dc Dcrccho dc espccial trascendcncia constifucional. En
efeclo, el recu[en1e solicita que se le otorgue pensión de invalidez vitálicia por
accidente de trabajo confbrme al Decreto Ley 18846; sin embargo, en el intome de

cvaluación médica de fojas 9 y I0 únicamente consta el resumen del accidcntc quc
sül'r'ió, con cl consigl¡icntc diagnóstico, pcro no cl grado dc incapacidad (parcial,
k)tal o gran discapacidad) ¡i el porcentaje de menoscabo que padece.

J. En estas circunstancias, esta Sala estima que es neccsario dctclminar
IehacieDler¡cnte cl cstado acfual de salud del recuÍeDte y el porcentaje d€

incapaoidad quc alega padecer, en una vía que cucnte con etapa probatoria-

4. Bn consecuencia, se verifica que el presente recurso de agravio ha incu.rido c¡ la
causal de lechazo prevista e¡ el acápite b) del iündamento 49 de la sentenci¿
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emitid4 en el Expedicntc 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del articulo l1 del

lleglamento Normativo del Tribunal Constitucional. Por csta razón, corresponde

declarar, sin más trámi1e, imp¡occdente el recrjrso de agravio constitucional.

Por estos lundamc¡tos, el Tribunal Constitr¡cional, con la autoridad que le conhere la
Constitución Poljtica del Pem, y la paficipación del úagistrado Espinosa-Saldaña

IJarcra. convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del

¡nagistrado Ferero Costa,

Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Baúera.

ItESUELVI,I

Declarar IMPROCEDENTE cl rccurso de agravio conslilltcional

l'ubliquesc y notifi quese
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F'I]NDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA
BARRERA

4. De esfe modo, la exposición de las razones por las cu¿les el ¡ccurso incurre en una

causal determinada no solo adquicre mayor claridad, sino también se le otorga un

adecuado orden lógico a los argumentos que fundamentan 10 resuelto en el caso-

Dichas cualidades son las que se espera que tenga una decisión tomada poi este

Tribunal, en tanto se trata dc un órgano jurisdiccional encargado de una labor tan

relevante como lo es la tutela de derechos fundame¡tales.

Coincido con cl se¡tido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, co¡sidero

necesario seiialar 1o siguiente:

1. Aquí ha quedado plenameDte acreditado que el recurso de agmvio constitucional no

eniuentra respaldo en el contenido constitucionalmente protegido de los derechos

invocados poi la partc demandante. Siendo así, se verifica que se ha incu¡rido en la

causal de richazo prevista en el acápite b) del ñrndamento 49 de la sentenciá emitida

en el Expediente 00987-2014-Pd/TC y en el inciso b) del articulo 11 del

Reglamento Normativo del T¡ibunal Constitucional.

2. Ahora bien, encuentro que la redacción del proyecto no es lo suficientemente clara

para explicar las Ézones por las cuales aquí la cuestió¡ de Derecho planteada carece

de especial trascendencia constitucional, confome las pautas establecidas Por estc

Tribunal.

3. En el¡cto, tal como ha desa¡rollado este T bunal Constifucional e¡ reiterada

jurisprudelcia, al momento de emitir una seDtencia interlocutoria, luego de hacer

mcniió¡ a las causales dc improcedencia liminar recogidas en el fundamento 49 de

"Vásquez Romero", corresponde rcferirse en forma clara, ordenada y detallada a la

causal cspecifica en la cual hab¡ía incurrido el recürso planteado, así como cumplir

con explicar cuálcs son los alcances de la caüsal utilizada.

¿¿,()
ESPINOSA.SALDAÑA BARRERA ...)
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VOTO SINGUI,AR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magist¡ado, emito el presente voto singula¡, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 0098'7 -2014-P NTC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

co¡tinuación expongo:

EL TRTBUNAL CoNSTrrucroNAt, coNlo coRTE DE Rf,vIsIóN o rALLo y No DE

CASACIÓN

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garartias Constitucionales como
inst¿ncia de casación y la Constitución de 1993 conviñió al Tdbunal Constitucional
cn instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez cn nuestra hisloria
conslitucional, dispuso la crcación de un órgano arl ioc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacia constitucional y la vigencia plena
dc los derechos fundamentales.

2. La Ley Fundamental dc 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionaies er¿ un órgano de control de la Constitución, que tenia iurisdicción
en todo cl tc itorio lacional para conocer, en yía de cdsación, de los habeds corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para l'allar en fo¡ma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sob¡c los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Constitución.

3. ED ese sentido. la I-ey 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, \,igente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 aI46, que
dicho órgano, al eDcontr¿t¡ una resolución denegato a que ha violado la ley o la ha
aplicado eD fo¡ma errada o ha incu¡rido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución dc la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia. devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante amcnazas y vulne.ación de de¡echos fue seriamente
modificado eÍ Ia Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
meca¡ismos de tutela de dos a cuatro, a sabet, habeas corpus, amparc, habeas data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al T¡ibunal Constitucional
como órgano dc control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
calilica e¡róneamente como "órgano de controi de la Constitución". No obstante, en

ilü1
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8. La administración de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa! como corresponde, del derecho de

EXP. N.' 00683-2016-PA./TC
JUNiN
EI,I ANTONIO FERNÁNDEZ FII,IO

EL DERECHo A sER oiDo cono MANTFESTACTóN DE LA DEMoCRATTZACTóN DE l-os
PRocESos CoNSTITUCIoNAt,ES Dti LA LItsERTAD

mate a de proccsos constitucionalcs dc la libcfad, la Constitución establece que el
T¡ibul1al Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en última y
dert itiva insta cia, lds resoluciones denega[orias dictaalas el¡ los procesos de
habeas corpus, anparo, habeas data y acción de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundame¡tales,
exige que el T¡ibunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amcnazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectua diversa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
delénsa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (articulo l), y "la obsendncia del debido proceso y tutelet
jurisdícciorutl. Ninguna persona puede sq dest,iada de la jutisd¡cciól1
predelerminada por la ley, i someÍida a procedimiento distinto de los pretiamente
estdblecidos, t¡i .¡uzgada por órganos jurísdiccíonales de excepcíón ni por
comísiones especiales cleadas al efeclo cualquiera "'ea su denominacíón",
consagrada en el articulo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a dil¿rencia de lo que acontece en otros paises, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la via del celtiordri
(Suprema Corte dc los Ilstados Unidos), en el Perú el Poder Constitüyente optó por
un órgano süpreno de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Pode¡ Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión cs la supucsta anenaza o lesió¡ de un de¡echo fundamental, se
debe abrir la via oorrespondiente pa¡a que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta vía solo se prodüce si se permite al
peticionante colaborar con los juoccs constitucionales media¡te un pormenorizado
análisis de lo que se pretenJe. de lo que se inr oca.

7. Lo coDstitucional es escr¡char a la parte como concretización de su derecho
irenunciable a la defcnsa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de del¡nsa de los de¡echos fundamentales frente a Ios poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia Aente a la
arbitrariedad-

twl
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defensa inherentc a toda pcrsona, cuya manilestación primaria es el derecho a se¡
oído con todas las debidas garaotías al interior de cualquier proceso en el cual se

determinen sus dcrechus. intere.es ¡ obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento ¡especto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista cstá relacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
orai, los argumentos pertinentes, conc¡etándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, corrcsponde señalar que, en tanto que la
potestad de adninistrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inhercntes a todo ser humano, 1o que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus interescs,
que se concede cn la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De Io contrario, se decidiria sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegár lo correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y a¡tidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, err cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justiñcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por sc. un t bunal de justicia, sino por Ia justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razoncs dc derecho y de hecho relevantes en cadá
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Cofte Interamericana de De¡echos Hru'¡tanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Dstado a tratar al indiyiduo efi todo o ekto como
un verdadero sujefo del proceso, efi el ás amplio sentído de este conceplo, y no
simplemenle como objeto del mismo"t , y qtse "paru (lue exista debido proceso legal
es preciso que un justícíable pueda hacer yale¡, sus derechos y delbnder sus
intereses efi.fot tat efectír'a y en condíciones de igualdad procesal con otros
justiciables"'.

I Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pá¡rafo 29.

'Co.t" IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otos vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, pánafo 146.

rn.11
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NATUR{LIZA PRoCESAT, DEL IIECURSo DE AGRAvIo CONSTTTUCIONAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Co¡stitucioDal si no es con grave violación de sus

disposiciones- Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libenad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso dc agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia juridica, ya qüe el T bunal Constitucional no tiene competencia
pa¡a "revisa¡" r1imucho menos "rccalifica¡" el recurso de agravio constitucional-

15. De coDlormidad con los afiículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de Ia
Sala Superior del Poder Judicial. AI T¡ibunal lo que le conesponde es conocer del
RAC y proflunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
como un agrar io que le cau.¿ inde[en.ión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

requiere scr aclarado, justificado y concretado (]n supuestos especíñcos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no defini¡lo, ni justificarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitra¡io, toda vez que se podría
afectar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser
oido con las debidas garantías, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, a1éct¿ndo notablemente a los justiciables, quienes
tendría¡ que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, m¿rt¡tlis mulL¡ndis, el ptecedente vinculante contenido en Ia Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como cn el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libe¡tad (supletoriedad, vía previa,
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
ciefio, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constituciorales de la libe¡ad sean de

una naturaleza proccsal distinta a la de los procesos ordinados no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del ¡ccurso de agravio
constitucioI1al.
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19. Por tanto. si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
visla, lo que gara¡ltiza que el Tribunal Constitucio¡al, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene e¡ cuenta que, agotada la via constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de Ia jurisdicción intcrnacional de protección de derechos
humanos.

20. Como a{irmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una del'ensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña ei acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al dcfende¡ su derecho
está defendiendo el dc los demás y el de la comunidad que resu]ta oprimida o
e¡lvilecida sin la protección judicial auténtica".
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